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SEÑOR PRESIDENTE (Doti Genta).- Damos la bienvenida a la delegación de la Asociación de 
Funcionarios de la Dirección Nacional de Transporte AFDNT, integrada por la señora Carla Sagrera y 
los señores Gustavo Jorge Ferrari, Alberto Silva, Marzzello Giani y Hugo Recaeta, quienes vienen a 
explicitar la problemática que están viviendo. 


Es un gusto que concurran a esta Comisión que recibe a todo tipo de delegaciones, ya sea empresariales o de 
trabajadores vinculados a los distintos temas que estudia. 


SEÑOR SILVA.- Agradecemos que nos hayan recibido. 


El tema que queremos plantear es el del Órgano de Control de Cargas, que fue creado en el año 2001. 


Aclaro que nosotros les entregamos un documento sobre este asunto y pretendíamos que lo leyeran para 
actualizarse. 


El problema primordial es que este Órgano de Control de Cargas realiza tareas sustantivas de la Dirección 
Nacional de Transporte, y le ha dado un impulso en el momento de su creación y en algún año más, pero 
parece ser que con esta Administración, a partir del conflicto con los transportistas que fue en el mes de 
octubre del año pasado, va a haber un cambio de orientación. 


El Órgano de Control está integrado por un delegado del MTOP, otro del Ministerio de Economía y Finanzas 
y otro de la ITPC. 


El primer cuestionamiento es que está metida la actividad privada dentro de algo que es del Estado, y 
nosotros entendemos que pasa a ser Juez y parte. Nosotros somos citados por el Director Nacional de 
Transporte, el ingeniero Genta, en el mes de octubre, después del conflicto, y en una reunión en la que 
estaban todos sus asesores y la Directora General de Transporte por Carretera, la ingeniera Embid, se nos 
informa que iba a haber un cambio de orientación. Después, en el mes de noviembre, tenemos una reunión 
con el señor Ministro Rossi, quien nos reitera eso y nos dice que están empezando a trabajar en el tema. En 
otras reuniones que tuvimos con el señor Ministro planteamos el tema y nos expresó que tenía que informar a 
esta Comisión acerca del conflicto, pero que seguían trabajando en el asunto. Entonces, nosotros elaboramos 
ese documento y también nos pusimos a trabajar en el tema. 


La figura del delegado del Ministerio de Economía y Finanzas, en la práctica no existe. Es un delegado que 
no concurre, a pesar de que ha sido citado. Primero había un delegado que esta Administración cambió, 
poniendo uno nuevo con el compromiso de que iba a participar, pero estamos informados de que no lo está 
haciendo. 


Lo más grave es que hasta hace poco tiempo el delegado de la TPC, que es el señor Diego Valverde, era 
quien mandaba en el piso 12, que es donde está el Organo de Control. 


Nosotros fuimos profundamente perjudicados por la creación de este Órgano de Control porque en la 
Dirección Nacional de Transporte no sé si alguno de ustedes ha concurrido hay lugares en los que es muy 
difícil trabajar, ya que tenemos escritorios y máquinas viejas, e inclusive poca luz. Sin embargo, el piso 12 
fue acondicionado con moquete, los mejores escritorios, los mejores equipos de computación y los mejores 
teléfonos. También les dieron los mejores vehículos de la Dirección Nacional de Transporte, creo que seis. Es 
decir que todo fue armado para que el Órgano de Control fuera una figura principal en cuanto a su 
funcionamiento 


También, a raíz de un primer llamado cuyas bases fueron totalmente respetadas, se llevaron funcionarios que 
se fueron con sus cargos y las compensaciones. A la vez, por ser agentes del Organo de Control y mientras 
estuvieran en esa función, tuvieron aumentos de entre $ 3.000 y $ 8.000. 


Llegó un momento en que en la Dirección Nacional de Transporte no teníamos hojas A4 ni biromes para 
trabajar, pero en el Organo de Control no faltaba nada; tenían todo. 


Pero lo más grave es que conjuntamente con el cuerpo inspectivo de la Dirección Nacional de Transporte y 
haciendo prácticamente las mismas tareas, crean el agente de control del Órgano. Esas son tareas sustantivas 
que nosotros queremos recuperar, y como esta Administración nos dice que va a haber un cambio de 
orientación, estamos elaborando toda la documentación. Además de ese documento que elaboramos, tenemos 
pruebas de irregularidades, porque el Órgano fue creado en febrero de 2001, pero después, en el mes de 
setiembre, emiten el Decreto N” 349, que en un montón de artículos le camina por arriba a la Ley N* 17.296. 
Nosotros creemos que hay carencias y asuntos que son muy irregulares. 


SEÑORA SAGRERA.- Voy a completar un breve resumen de la situación planteada por el compañero 
Silva, y la idea es que luego los demás compañeros tecnifiquen más la disertación. 


Quiero aclarar que nosotros aquí no estamos solamente defendiendo el hecho de recuperar tareas sustantivas 
que hemos perdido como funcionarios públicos dentro del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, porque 
eso puede tener una doble visión para la sociedad, y lo tenemos claro, pues se puede pensar quién dice que la 
tarea debe estar dentro o fuera de la Dirección Nacional de Transporte. Nosotros peleamos por nuestras tareas 
sustantivas pero también por la dignidad del trabajo que realizamos. Además, si bien esto está amparado por 
una ley como explicaba el compañero existe una violación a esa ley y al decreto que la reglamenta, porque 
como habrán visto en el documento que entregamos dice que ese Órgano de Control deberá nutrirse de 
recursos humanos que deberán renunciar a la función pública y ser contratados por él para trabajar, con un 
tiempo determinado, etcétera. Parte de las irregularidades que han sucedido en estos años es que eso no se 
cumplió. Los recursos humanos y materiales han salido de la Dirección Nacional de Transporte y se ha 
estropeado la carrera administrativa en nuestra Dirección, porque los funcionarios han pasado con su grado y 
escalafón a ese Órgano de Control que es semi privado, pues si bien está dentro de lo que es el ámbito 
público, el integrante de la Intergremial está controlando desde adentro sus propios servicios. Como decía 
nuestro compañero, tenemos pruebas suficientes para demostrar que hay muchos elementos turbios en esos 


controles. El tema es que esa situación ha estropeado absolutamente toda nuestra estructura, además de 
habernos sacado tareas sustantivas y estar perjudicando a la sociedad en el sentido extremo de que en una 
misma ruta con una diferencia de cinco, seis o siete kilómetros se encuentra un vehículo del Órgano de 
Control con sus inspectores haciendo los controles que corresponden o tienen mandatados para hacer, y cinco 
o seis kilómetros después están los inspectores de la Dirección Nacional de Transporte, haciendo una 
contravención por el mismo suceso que antes hizo el Órgano de Control. Además, la situación se agrava y la 
sociedad se ve perjudicada porque el valor de tasación de la multa es diferente. 


En resumen, queremos que quede claro a los señores Diputados y a la Comisión que nuestro reclamo no es 
solamente el de que vuelvan tareas para tener más funciones, justificar una función pública y que nos paguen 
un sueldo a nosotros. Estamos convencidos de que la sociedad se está viendo perjudicada por esta situación, 
los perjuicios son muy grandes, y eso es lo que venimos a exponer. 


SEÑOR FERRARL.- El tema es el siguiente. Ejecutivos anteriores de esta Asociación de Funcionarios 
han visitado esta Comisión, pero en aquellas oportunidades no había un clima político como para 
hacer un cambio de ley, y menos modificar un decreto. Como bien decía mi compañero, esto ha sido 
motivado por el hecho de que la Administración nos comunicó que iba a haber un cambio de 
orientación, no solo en lo referente al Órgano de Control sino también en todo lo que tiene que ver con 
los artículos referentes al transporte de la Ley N” 17.296. El señor Ministro de Transporte y Obras 
Públicas manifestó en esta Comisión, el 15 de mayo de este año, que habría clima de cambios con 
referencia a esa ley, y eso es lo que nos hace estar aquí presentes hoy. A la vez, el señor Ministro, en una 
reunión que mantuvimos, nos comunicó que el ámbito para tratar estos temas no solo los relativos a 
esta ley sino a toda la situación del transporte, iba a ser el parlamentario. 


Con referencia al Organo de Control quiero decir que nosotros entregamos a ustedes un documento con un 
resumen de varios temas. El primero aunque está ubicado al final del trabajo es un tema de principios. ' 


Creemos que quien debe realizar el control y la fiscalización es el Estado; es uno de sus papeles básicos, y 
está claramente desvirtuado en la ley y, sobre todo, en el decreto que la reglamenta. ¿Por qué? Porque en el 
artículo 30 del Decreto N* 349 se hace referencia a que el representante de la mesa Intergremial tiene 
preeminencia sobre el resto de los representantes del Estado en el Órgano de Control, que no puede funcionar 
sin la presencia de ese delegado. 


A su vez, se dan otros factores que, en la práctica, llevan a que este delegado vaya adquiriendo poder. Por 
ejemplo, el delegado del Ministerio de Economía y Finanzas, como no se trata de una materia inherente a su 
Cartera, casi no opina sobre temas de transporte y básicamente quedan en manos del delegado del Ministro y 
del de la Intergremial. 


También sucede otra cosa que no es menor: representa a un sector importante del transporte profesional de 
carga pero no al ciento por ciento. Y hablamos solo de transporte profesional de carga; el resto, el transporte 
propio y los servicios, no son representados por este delegado. Quizás la ley o el decreto deberían haber 
contemplado a un delegado de usuarios pero no de un sector del transporte de cargas, porque este delegado 
tiene injerencia directa en la organización del control y fiscalización. Por lo tanto, prácticamente podemos 
decir que es la ITPC la que está controlando todo el sistema de transporte de cargas, tanto profesional como 
propio y de servicios, que en su momento no fueron contemplados. En la práctica, hubo muchos problemas, 
por ejemplo, con las barométricas, los servicios de asistencia automotriz, que tuvieron bastantes dificultades 
porque no se sabía cómo iban a ser categorizados: si como propios o profesionales. Primero eran multados 
sobre todo por presiones de la ITPC y después se estudiaba el caso. 


También está el tema de la interpretación que hacen algunos delegados, sobre todo de la ITPC, del decreto. 
La jurisdicción es nacional y ellos entienden como tal absolutamente todo el territorio, sin excepción. Nos 
llama poderosamente la atención, porque el Órgano de Control depende del Ministro pero ni siquiera el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas tiene esa jurisdicción. 


SEÑOR BOTANA.- Cuando se dice jurisdicción nacional se refiere a la misma que tiene el Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas. Ha habido una mala aplicación de la jurisdicción y una intromisión en 
la autonomía de los departamentos, y ha habido injerencia y contralor dentro de las ciudades y de los 
caminos departamentales. Esto, por supuesto, no corresponde, porque eso está fuera de la órbita del 


Ministerio, que fue el que creó con la TPC este organismo y, por tanto, no podía entregarle otras 
funciones que las propias. 


SEÑOR FERRARI.- Estamos totalmente de acuerdo; el problema es que, en la práctica, eso no se da y 
se sigue controlando en zonas urbanas. Ha habido problemas en el recinto portuario y, según palabras 
del propio delegado del Ministro, la ITPC presionó para entrar al Aeropuerto Internacional de 
Carrasco. En ese aspecto se constituye una clara violación del régimen de jurisdicciones. Eso está más 
que claro y creo que todos estamos de acuerdo en ello. 


El otro tema que también es importante y de carácter legal es que el decreto crea cosas que no establece la 
ley. Por ejemplo, la desconcentración del Órgano de Control nunca es mencionada en el artículo de la Ley_N* 
17.296 que lo crea, sino que es establecida por el decreto. A su vez, la ley tampoco habla de que el Órgano de 
Control tiene alguna potestad para reglamentarse internamente en algunas cosas. Sin embargo, fija criterios 
que, inclusive, a veces van en contra del principio de jerarquía de las normas jurídicas. Un decreto para 
algunos vale más que una ley; hay resoluciones que pasan por encima de decretos y de la ley. 


Hay cosas muy claras. En ese aspecto, hay varias ilegalidades. Básicamente se trata de la desconcentración 
del Órgano de Control, de lo cual nunca habla la ley, y de que el artículo 2? establece las condiciones para ser 
transportista profesional de cargas y el decreto agrega otras. Por ejemplo, que sean habituales y cuenten con 
infraestructura necesaria; en la ley no existen estos términos que sí se establecen en el decreto. 


El otro tema es el de las infracciones que mencionó mi compañera. En este momento coexisten dos cuerpos 
normativos de infracciones: el Reglamento Nacional de Circulación Vial y el Decreto N* 349, que también 
crea sanciones que tienen diferentes montos de los que desde hace mucho tiempo venía estableciendo la 
Dirección Nacional de Transporte en unidades reajustables. 


Otro tema que llama la atención es que estos montos no son fijos. Es decir, el Reglamento Nacional de 
Circulación Vial establece un monto fijo de multa para determinada contravención, por ejemplo, 25 unidades 
reajustables. En el caso del Órgano de Control estas multas tienen un monto mínimo y uno máximo, y nunca 
sabemos exactamente cuál es el criterio por el cual se fija. Uno podría inferir que, por amiguismo u otro tipo 
de influencias, se aplica una multa mínima para algunos, a mitad de tabla para otros y máxima para otros. No 
queda bien claro; deberían ser montos fijos, pero el decreto deja un margen muy elástico y la Mesa del 
Órgano de Control decide cuál es el monto a aplicar. 


En cuanto al tema de la desconcentración, quiero agregar que se usa básicamente la infraestructura de la 
Dirección Nacional de Transporte. El Órgano de Control no puede existir sin la infraestructura que brinda 
diariamente la División de Fiscalización que es donde se procesa todo lo referente a las contravenciones y las 
multas, los Servicios Jurídicos de la Dirección Nacional de Transporte, etcétera, y es el Director Nacional de 
Transporte, a través de la firma de una resolución, el que aplica la multa. No lo hace el Órgano de Control; es 
a sugerencia suya que la Dirección Nacional de Transporte aplica la multa, a través de la firma del Director 
Nacional de Transporte. Es más: si un usuario tiene que presentar un recurso lo debe hacer ante el Director 
Nacional de Transporte y, por vía jerárquica, al Ministro. El Órgano de Control en este aspecto no cuenta para 
nada administrativamente. 


En el caso de aquellos artículos que no tienen observaciones en el sentido de que podrían estar violando este 
principio de jerarquía de las normas, algunos no son tenidos en cuenta. Por ejemplo, cuando a un usuario se 
le hace una contravención en ruta, que es una acta de constatación de una contravención, no es multa la multa 
la aplica el Director Nacional de Transporte a través de una resolución, tiene derecho a presentar descargos. A 
su vez, puede realizar todo tipo de trámites en la Dirección Nacional de Transporte mientras los descargos 
están siendo procesados, y recién cuando la Comisión que trabaja en las multas sugiere al Director aplicar la 
sanción y, generalmente, el Director resuelve aplicarlas, en ese momento comienzan a obstaculizarse los 
trámites para el usuario hasta que no corrija su situación ante la Dirección Nacional del Transporte. 


El Órgano de Control adopta otro criterio. Una vez hecha el acta de constatación el usuario ya queda 
impedido de hacer trámites en la Dirección Nacional de Transporte. Quiere decir que ya es culpable. El 
artículo 43 del Decreto 349 dice: "La sanción se aplicará, luego de darle al imputado derecho de defensa, 
teniendo en cuenta las circunstancias atenuantes y agravantes que existieran en cada caso". Esto no se está 


haciendo de ninguna manera. Una vez que se le hace la boleta al usuario en la ruta, si no paga no puede hacer 
ningún tipo de trámite en la Dirección Nacional de Transporte. 


A su vez, cuando el usuario quiere subsanar esta situación, primero paga y después puede presentar 
descargos, al contrario de lo que se hace en la Dirección Nacional de Transporte. Además, cuando el usuario 
no dispone de todo el dinero, porque a veces son multas importantes en cantidades, se realiza un convenio. 
Según el Código Tributario se pueden hacer convenios hasta en treinta y seis cuotas, y la Dirección Nacional 
de Transporte aplica eso y generalmente los firma con ese plazo. Ni siquiera por resolución, simplemente por 
nota, se establece que los convenios por multas del Órgano de Control tienen un máximo de diez cuotas. Es 
decir, una multa de 50 unidades reajustables solamente se puede pagar en diez cuotas, mientras que en el 
resto del Dirección Nacional de Transporte se puede pagar hasta en treinta y seis cuotas. 


Este es uno de los temas en los que creemos que el usuario no ha sido debidamente informado. Muchas veces 
se encuentra en esta situación: es multado por funcionarios de la Dirección Nacional de Transporte, que le 
aplican un decreto que establece, por ejemplo, una multa de 25 unidades reajustables por la falta de 
certificado de aptitud técnica, y luego lo multan agentes del Órgano de Control por el mismo motivo, pero el 
monto de la multa es distinto y, a su vez, si no paga, no puede renovar el "sticker" ni hacer ningún trámite 
ante la Dirección Nacional de Transporte. Esto es bastante complicado. 


SEÑORA SAGRERA.- La Dirección Nacional de Transporte establece una multa de 25 unidades 
reajustables por no poseer certificado de aptitud técnica y el Organo de Control una de 50 unidades 
reajustables. Esa es una de las diferencias a las que hacemos referencia. 


SEÑOR FERRARI.- Esto de lo que hablé recientemente no se hizo a través de una resolución. Esto no 
salió publicado en el Diario Oficial. Ningún usuario se pudo enterar y recurrir, tener las herramientas 
como para defenderse porque estaba siendo perjudicado al tener que pagar primero y después 
argumentar o defenderse de la contravención que le había sido impuesta. 


No tiene siquiera forma de resolución. Lo más grave de todo esto, además de ese tema el de hacerle pagar al 
usuario primero la multa para que pueda realizar los trámites, son las diez cuotas para los convenios y no las 
treinta y seis como maneja la Dirección Nacional de Transporte. 


Otro tema que no es menor es la retención de documentación, sobre lo cual hay dos bibliotecas. Hubo un 
informe jurídico de la asesoría del Ministerio de Transporte y Obras Públicas con referencia a lo que 
mencioné últimamente, que es opuesto a lo que se está haciendo. 


Estos informes son tenidos en cuenta por el Director General del Ministerio, quien dice que de alguna manera 
hay que atenerse a esos informes y que la Dirección tiene que empezar a cambiar esos criterios. Estos 
informes tienen más de un año y el Organo de Control y la Dirección no han cambiado esos criterios. 


SEÑOR GIANI.- Uno de los artículos de la Ley de Presupuesto pasada, del año 2001, dice que no se 
puede retener más documentación por infracciones de tránsito. Desde que se aprobó, eso se respetó en 
la Dirección Nacional de Transporte. Asimismo, hubo informes y consultas. La asesoría jurídica del 
Ministerio dice que es así, que no se debe retener documentación. Sin que haya habido resolución del 
Ministro de hecho ya está en la Ley de Presupuesto esa información con esa resolución avalada por la 
Dirección Nacional de Transporte se comunica a todos los funcionarios de Transporte y al Órgano de 
Control que está desconcentrado, colgado en un apéndice. El Órgano de Control hace caso omiso y 
solicita, en su momento esto ya va para dos años, que se haga una resolución al respecto. Es el 
complemento, para nosotros, de todas las faltas de respeto que se hacen hacia el propio Estado. No 
tiene otra lectura. 


SEÑOR FERRARI. Otro tema no menor tiene que ver con el delegado de la Intergremial. Esta 
persona no es funcionario público y en el año 2004 cobró $ 45.000 por concepto de viáticos, pagados 
por la Dirección Nacional de Transporte. Ese es un tema para dejarlo ahí, nada más, y procesarlo con 
mayor profundidad. 


Otro tema grave es el siguiente. A través del poder que ha obtenido la Intergremial dentro de la Dirección 
Nacional de Transporte y, por consiguiente, dentro del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, se han 
conseguido determinados beneficios. Algunos son de carácter tributario y otros son simples descuentos en 
algunas inspecciones. 


Hay un tema referente a la inspección técnica que no es menor: la prórroga del certificado por seis meses 
más, por el hecho de ser empresa profesional de carga. Los certificados tienen validez por un año. Esa validez 
por un año no es un capricho sino que está basada en estándares internacionales en los cuales se tiene en 
cuenta determinado desgaste de elementos del vehículo que hacen que al año se tengan que revisar. Sin 
embargo, la Intergremial ha conseguido este beneficio y por el hecho de ser profesionales por una cuestión 
estrictamente administrativa se tiene una prórroga en un certificado que es puramente de carácter técnico. Por 
consiguiente, esto pone en riesgo la seguridad en el tránsito en las rutas nacionales. De eso no hay duda, 
porque el vehículo está seis meses más sin ser inspeccionado: son ciento ochenta días de prórroga. A su vez 
se ve agravado por el Decreto N* 246/2000 que prevé una inspección básica. Ese Decreto solamente controla 
luces, dirección, sistema de frenos, cinturón de seguridad y las cubiertas delanteras de los vehículos. Otros 
ítems que están en el manual de inspecciones y que antes eran considerados de rechazo, por este Decreto 
quedaron como observaciones leves y se les da el certificado por un año. Esto es grave por el hecho de que 
hay un riesgo importante en cuanto a la seguridad en el tránsito. Es una mezcla de temas administrativos con 
temas técnicos. Eso queríamos decirlo especialmente. 


Volvemos concretamente al tema del Decreto N* 349 y al tema de los honorarios. Los integrantes de esta 
Mesa deben ser honorarios. Sin embargo, hasta ahora la Dirección Nacional de Transporte ha aumentado la 
compensación especial a los delegados del Ministerio por ocupar ese cargo. Y cuando se retiran del cargo se 
les quita la compensación. No se está respetando la Ley N” 17.296 que establece que los miembros del 
Órgano de Control deben ser honorarios, ni otras disposiciones del Decreto N? 349, como es el artículo 38. 


El Decreto N* 349 nos habla de una guía de carga, que nunca llegó a implementarse. Se ha formado algún 
grupo de trabajo pero desde que se inició esto estamos hablando del año 2001 no ha habido absolutamente 
nada. Estamos mencionando cosas que están en el Decreto pero que no han sido puestas en práctica por el 
Órgano de Control. 


El artículo 272 de la Ley N* 17.296 dice que la finalidad del Órgano de Control es "asesorar al Poder 
Ejecutivo y coordinar y participar en el control de la regularidad y legalidad de la actividad de transporte de 
carga terrestre". 


A su vez, en el Decreto N* 349 se amplían las funciones del Órgano de Control. El artículo 29 dice que tiene 
por finalidad fomentar las prácticas formales y éticas del ejercicio de la actividad de transporte de carga 
terrestre. El artículo 28 hace alusión a que su actividad es en forma honoraria. 


También se pasa por alto el Decreto en lo que respecta a la designación de los agentes de control. Según el 
Decreto N* 349 estos son funcionarios públicos que tenían que renunciar al cargo de la función pública para 
ser contratados como agentes de control del Órgano de Control. Sin embargo, esto no ocurre. Los 
funcionarios que, básicamente, han sido recursos humanos de la Dirección Nacional de Transporte pasaron 
todos, por decirlo de alguna manera, en comisión. Durante mucho tiempo no sé si actualmente y tal vez me 
puedan corregir estos funcionarios cobraban sus haberes con fondos y recursos de la Dirección Nacional de 
Transporte. 


Por otra parte, esta designación iba a ser realizada a través de un concurso de oposición y méritos, pero esto 
no se hizo así nunca. 


Son muchos aspectos para tener en cuenta y quizá nos pueda estar faltando alguno porque el tema es bastante 
complejo. El principio está en que el Estado de alguna manera tiene que realizar esa función; en la práctica 
han sido desvirtuados tanto la ley como el Decreto. El delegado de la Intergremial de Transporte de Cargas en 
la práctica ha tomado cierto poder y es el más antiguo de los delegados, porque nunca cambió. La 
Intergremial recientemente tuvo elecciones. Él no es directivo de la Intergremial pero sí delegado. 


Básicamente hay que hacer respetar normas vigentes como el Decreto N* 247/97, donde están las funciones 
sustantivas y los cometidos de la Dirección Nacional de Transporte: recaudar multas, regular, administrar, 


controlar y supervisar en todo el territorio nacional el transporte, en los modos que las leyes y 
reglamentaciones le atribuyen. 


Eso choca de plano con lo que es el Órgano de Control, ya que la Dirección Nacional de Transporte no está 
haciendo esto. 


Por tanto, hay temas que son de carácter legal en los que no se respeta la jerarquía de las normas jurídicas. 
Hay cosas que rayan lo inconstitucional. En la práctica hay persecuciones de determinados sectores del 
transporte de carga por parte de la Intergremial de Transporte Profesional. Como decíamos, este delegado no 
es representativo de todo el transporte de carga. A su vez hay determinados principios que no han sido 
tenidos en cuenta. 


SEÑOR RECAETA.- Quiero hacer dos precisiones porque hay algunas cosas que como agremiación 
nos llamaron poderosamente la atención. 


En cuanto a la guía de carga hay artículos que están en el propio Decreto y que jamás se aplicaron. El artículo 
41 de ese Decreto dice que el Órgano de Control organizará actividades de información y capacitación para 
quienes realicen transporte oneroso de carga para terceros, y jamás se hizo absolutamente nada. 
Precisamente, son los artículos que nos preocupan porque son artículos que regularían formalmente esta 
situación y son los que se están evadiendo en este momento. 


Quisiera hacer otra precisión con relación a lo que mencionó el compañero acerca de la inspección técnica 
vehicular. La Administración anterior la actual no ha cambiado su posición, debido a determinados 
conflictos, ha cedido a favor de la ITPC algo que hoy es muy preocupante para nosotros, como funcionarios. 
Me refiero a que las inspecciones a determinados vehículos pagan el 50%; hay algunos que no están 
exonerados, como el transporte de mercancías peligrosas, pero la mayoría está comprendido. Se preguntarán 
dónde está la afección. Es muy sencillo: el SUCTA, que es la planta que hace el control de los vehículos, es 
una concesión del Estado y es la única concesión por lo menos que yo conozca que da pérdida, algo no 
menor. Precisamente, el Estado tiene que recaudar el 17% de cada una de las inspecciones y reinspecciones, 
que hoy cuestan $ 2.400. Si el Estado recauda el 17% pero, a su vez, está pagando el 50%, obviamente se va 
creando un déficit. Según los últimos datos proporcionados por compañeros que están haciendo un control, 
actualmente ese déficit alcanza los $ 20:000.000. A esto hay que agregarle que cuando la concesión del 
Estado finalice por errores cometidos en el momento de la implementación, la planta quedará en manos de la 
empresa; es decir que el Estado se queda sin absolutamente nada. Por lo tanto, si por un lado, le debe a la 
empresa y, por otro, no tiene absolutamente nada, está obligando al Estado a tener una especie de monopolio, 
lo que también es preocupante porque quién se va a presentar con este tipo de situación. 


SEÑOR BOTANA.- Me parece muy interesante la presencia de este conjunto de funcionarios por el 
compromiso que mantienen con lo que es su función de acuerdo con lo que expresan y por el 
conocimiento que muestran tener de la situación. 


Por supuesto que de los comentarios que han hecho que son muy amplios compartimos algunos y otros no, 
pero, de cualquier manera, entendemos que esta Comisión debe profundizar en el conocimiento de estas 
situaciones que se están denunciando. 


Por allí hay toda una cuestión vinculada con los gastos de funcionamiento, es decir, los recursos en general 
del Órgano de Contralor, que implican el uso del piso, el cobro de viáticos por parte de los funcionarios, el 

sistema de remuneraciones e, inclusive, el carácter de los propios funcionarios que van a integrar el Órgano 
de Control, tema que hay que estudiar como un bloque. 


Yo no cuestionaría la legitimidad del delegado de la Intergremial de carga porque por algo esa organización 
lo puso allí, más allá de que me guste o no su cara, de que tenga los ojos del color que los tenga, de que me 
guste o no su modo de expresarse. Creo que tiene la legitimidad de estar allí en la medida en que el 
organismo al que representa no lo ha sacado en todo este tiempo. Creo que es una cuestión que va más allá de 
lo que es opinable por parte de esta Comisión. 


Me preocupan estas trabas al funcionamiento o a la incorporación de camioneros al sistema formal, lo que 
significa el hecho de que no se puede hacer ningún trámite cuando se está en situación de presuntamente 


multado o de presunto infractor. 


Me preocupa el tema del convenio porque todos en esta Comisión conocemos, más o menos, los números de 
las empresas de transporte y sabemos que cuando se da el insuceso de tener que pagar algún costo extra, 
necesitan aliviar ese costo en un plazo razonable ya que, de lo contrario, eso puede sacarlos del sistema 
formal. 


Con respecto a la retención de documentación tenemos opiniones diversas en la Comisión, pero por ahora la 
ley dice que es indebida. 


No concuerdo tanto con lo del Decreto N* 246/2000 en la medida en que se hizo, precisamente, para 
concentrar el contralor en algunos aspectos clave en un parque de camiones que está bastante deteriorado en 
el Uruguay, lo que lleva a que a veces, por detalles mínimos, queden sin posibilidad de trabajar y fuera del 
sistema formal una serie importante de transportistas. Se hizo aquella reducción para llevar la exigencia 
solamente a luces, dirección, sistema de frenos, cinturón de seguridad y cubiertas delanteras. Hubo una 
concentración en los elementos mínimos de seguridad de manera que se pudiera compatibilizar seguridad y 
posibilidad de transitar. Creo que tal vez se pueda aumentar esta exigencia, pero no se la puede llevar, de 
modo alguno, a lo que era la exigencia anterior, que en muchos casos era excesiva, y esto lo puedo decir con 
toda la propiedad del mundo. 


Por otro lado, me preocupa la pérdida que está teniendo el SUCTA, que realmente no conocía. 


Creo que esta Comisión debería designar a uno o a algunos Diputados para que tengan una conversación con 
el Director Nacional de Transporte un hombre del cual tengo un alto concepto de modo de dialogar con él y 
rápidamente implementar aquellas modificaciones, aquellos cambios de rumbo que sean necesarios. Creo que 
también sería bueno escuchar a los integrantes del Órgano de Contralor y, además, por supuesto, revisar la 
ley para que se esté cumpliendo estrictamente con ella. 


Quería proponer que un conjunto de los integrantes de esta Comisión concurriera a dialogar con el Director 
Nacional de Transporte o, si él lo prefiere, recibirlo en el seno de esta Comisión. Insisto en que primero 
deberíamos ofrecerle la oportunidad de ir nosotros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a la propuesta planteada, cuando los invitados se retiren, la 
Comisión va a tomar una decisión, porque el señor Diputado Botana sabrá que no podemos invitar 
personalmente al Director Nacional de Transporte, que hay que hacerlo a través del señor Ministro, de 
la misma manera que a los representantes del Órgano de Contralor. 


SEÑORA SAGRERA.-- Precisamente, iba a decir lo mismo que recién dijo el señor Presidente. 


En este momento el Órgano de Control está dependiendo directamente del señor Ministro y no del Director 
Nacional de Transporte; allí están conjugadas dos actividades que tienen diferente jerarquía. 


Sabemos que el Director Nacional de Transporte también los ha escuchado y hemos coincidido en algunas 
cosas con respecto al Órgano de Control, pero el que tiene la palabra sobre este tema es el señor Ministro y 
no el Director Nacional de Transporte. Simplemente, a título de sugerencia, pienso que el señor Ministro 
también debería ser citado. 


SEÑOR SILVA.- Con referencia a lo que dijo el señor Diputado Botana en cuanto al delegado de la 
ITPC, tenemos claro que no es porque tenga los ojos celestes, sea gordo o flaco. El tema es que a este 
señor le han dado atribuciones que lamentablemente los funcionarios de la Dirección Nacional de 
Transporte no tenemos. Él está plantado ahí y actúa en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
como si fuera un jerarca, un Director, un Jefe de Departamento o algo por el estilo. ¿Por qué digo esto? 
Porque la otra Administración le dio una cantidad de facilidades, cuyos detalles no conocíamos. Pero 
ahora, por ejemplo, tenemos unos dramas tremendos con funcionarios por el estacionamiento de los 
autos que hay enfrente al Ministerio, en la plaza, y también con el estacionamiento del Edificio EDIR, 
que está en la planta baja, del lado de atrás, y a este buen hombre le dieron lugar para estacionar su 
camioneta en el garaje central de Secretaría, donde hay graves problemas porque no alcanzan los 
lugares. También se ha tomado otras facultades. Por ejemplo, acaba de decir a varios compañeros, 


funcionarios de la DNT y de Secretaría, que van a hacer un llamado para cubrir veinticinco cargos: 
serían diez agentes de control, diez choferes y cinco administrativos. El sueldo mínimo del 
administrativo es $ 17.000, exactamente el doble de lo que gana un funcionario de la DNT, escalafón C, 
que es el escalafón de los administrativos. 


También tenemos información de que tiene su oficina montada en el piso 12 y, aparentemente, cuando 
ingresa la doctora Muela funcionaria del Ministerio, que es la alterna del escribano Di Filipo, el titular del 
Órgano de Control como Ministerio de Transporte y Obras Públicas, tienen que dejar todo lo que están 
haciendo para ver qué es lo que quiere Valverde. 


Hay otra cosa que ocurrió no con esta Administración sino con la otra. Yo soy funcionario del Departamento 
de Informática de la DNT y este señor pidió listados que son para uso interno y no puede venir un particular a 
solicitar información del Estado, y como se complicó porque la Directora de Informática se los negó y fue a 
pedir explicaciones acerca de por qué los pedía, dijo que el tiempo usado para entregar la información era 
muy lento y que había que cambiar ciertas estructuras. Nosotros vemos que la figura de Diego Valverde tiene 
preponderancia sobre ciertos funcionarios no con el escribano Di Filipo, que es nuevo en el tema y que ya ha 
tenido algunos inconvenientes con el señor, y que tiene campo libre para hacer determinadas cosas. Los más 
perjudicados son los funcionarios porque, como ustedes saben, hay funcionarios públicos que ganan muy 
bajos sueldos y si viene una figura a decir que va a haber un llamado y que el sueldo va a ser el doble de lo 
que están ganando, se anotan todos. Lo que tienen que saber es que en la Dirección Nacional de Transporte, 
como tenemos información de qué pasa en todos los Incisos, faltan muchos funcionarios en determinadas 
áreas y si se siguen yendo, la DNT tendrá que bajar las cortinas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar algo que luego conversaremos con los compañeros de 
Comisión. 


Evidentemente más allá de otras argumentaciones que considero pertinentes, uno nota que el tema se ha 
focalizado en la figura del representante de la ITPC. Como ustedes comprenderán, nosotros debemos darle 
derecho a réplica. Les quiero adelantar esa posición porque aquí no se han dicho cosas muy lindas; no digo 
que ustedes no tengan razón en absoluto, pero considero que la persona que están acusando no sé si es la 
palabra adecuada por determinadas acciones, debe tener derecho a asistir representando al Órgano de 
Control, previo envío de esta versión taquigráfica, al igual que haremos con el señor Ministro antes de su 
visita. 


No voy a discutir si ustedes tienen razón, pero quiero decir que es lógico aclarar esto. De la misma manera, si 
aquí viniera el ingeniero Diego Valverde o cualquier otra persona, y los acusara de algo, les debemos 
trasmitir a ustedes lo que se ha dicho aquí. 


SEÑOR RECAETA.- Quiero expresar algo que quizás no quedó muy claro y es que cualquier agente 
de control que trabaja en el Órgano de Control de Cargas, según lo estipula la ley, debe tener la 
unanimidad de los votos de los integrantes para permanecer en el cargo. Entonces, ¿cómo se puede 
sentir nosotros lo incluimos en el escrito un agente de control, un inspector, cuando puede multar a un 
camión de la propia ITPC sabiendo que su trabajo depende de que el delegado de la IT'PC diga: 
"Quiero que este funcionario siga en el cargo o no"? Son presiones muy fuertes y quizás sean 
elementos que deban modificarse, porque no puede ser que un funcionario público dependa de un 
privado para permanecer en un cargo de contralor. A mí eso me deja mucho que pensar y creo que a 
cualquier ciudadano le daría para pensar. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- En principio, saludo a la delegación. 


He comentado con algunos funcionarios la preocupación de ustedes y leí el material que nos acercaron, por lo 
que ya conocía algunos aspectos del tema. Además, debemos tener en cuenta la historia del Órgano de 
Control de Cargas, una figura legal como ustedes dicen dentro de lo que tiene que ver con el funcionamiento 
institucional, que nunca cerró bien. 


De todas maneras, se han ido gestando una serie de situaciones que ustedes señalaron y que no voy a repetir, 
y mi interés es profundizar en algunas cuestiones para completar el informe, porque indudablemente será 


tarea nuestra analizar los pasos a dar. Indudablemente, a mi juicio, el primer paso deberá ser contar con la 
presencia del señor Ministro. 


Me gustaría conocer cuántos integrantes del Ministerio pasaron al Órgano de Control como delegados 
titulares, porque, por ejemplo, el delegado de la ITPC ha sido el mismo. 


SEÑORA SAGRERA.- Tres. 
SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Tres en cinco o seis años. 
Además, ustedes agregaron que estos funcionarios deberían haber renunciado. 


SEÑOR FERRARI.- Deben renunciar los que son designados agentes o inspectores del Órgano de 
Control; los delegados son simplemente eso y son honorarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Y no tienen plazo. 
SEÑOR FERRARI. Sí; tienen un plazo de dos años en el cargo. 
SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Ese es un dato interesante. 


Otro aspecto que me parece bastante serio e importante precisar es el tema de los viáticos de $ 45.000, que si 
no entendí mal son para el delegado de la IT'PC, y ustedes tienen pruebas en ese sentido. 


SEÑOR FERRARI.- Los cobró él. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Pregunto esto para ir atando los cabos por los que van a girar las cuestiones 
más serias con respecto a esto. 


El tema de la violación regional también me parece serio. 


Creo que con esta batería importante de razones y fundamentos que han planteado aquí tenemos elementos 
para estudiar el tema. Me parece que seguramente el señor Ministro y su Director deberán concurrir a la 
Comisión a precisar esta situación. 


Considero que aquí hay una cuestión política que debemos expresar, porque ustedes la deben conocer y va a 
seguir jugando en el escenario que hoy está planteado aquí. Me refiero a la impronta de un decreto elaborado 
de una manera bastante poco ortodoxa pero que además funcionó en la historia de este país y a raíz de él se 
constituyó lo que podría ser el poderío de un sindicato. Eso no es menor, porque es la sociedad que se 
organiza con aspectos positivos y negativos, pero eso es parte de lo que señaló el Presidente. Esto va a 
generar una reacción porque creo que hay mucha gente que está bien orientada y en la que, sin embargo, se 
va a producir una expectativa diferente a la generada hasta el momento. Además, creemos que no va a ser 
sencillo trabajar en una situación como la que se va a generar y lo expreso para que comprendan que esto no 
va a ser fácil. 


Pienso reitero que tenemos elementos suficientes acerca de esa disfuncionalidad que en realidad se padeció 
bastante, principalmente porque no se actuó correctamente. Tal vez, si se hubieran ajustado al decreto la 
situación hubiera sido diferente, pero resulta que nosotros tuvimos serios problemas con las cargas menores, 
con los camiones de menor porte y con una cantidad de elementos que inclusive hasta ameritaban hacer otras 
leyes, como en algún momento se planteó. Lo más bravo fue el tema de la territorialidad, porque el Órgano 
actuaba en lugares en los que no podía entrar y, sin embargo, lo hacía por encima de las Intendencias. 


Tenemos plena conciencia de este tema y lo vamos a trabajar con el oficio legislativo que tienen los 
compañeros y compañeras que conocen el asunto, por lo que en breve plazo vamos a estar dándoles una 
respuesta, tal vez luego de que recibamos las visitas correspondientes. 


SEÑOR GIANI.- Esta situación generada en el año 2001 ya la hemos venido planteando en diferentes 
ámbitos y también en esta Comisión y en la del Senado. Auguro que el interés que demuestra el señor 
Diputado Domínguez es similar al que demostró en el año 2001 por las condiciones en que se iba 
organizando esto y por cómo se hicieron los llamados, pero es una clara visión de lo que sucedió en 
todos estos años. Y pónganse en el lugar nuestro, que lo vivimos desde adentro. Es un 
desmantelamiento sistemático de la Dirección Nacional de Transporte. Es decir: si queremos que la 
Dirección se transforme en otra cosa y estamos todos de acuerdo en trabajar para eso, no hay ningún 
problema, pero que no se invente una cosa que hoy es una dirección nacional encubierta. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- ¿La Dirección Nacional de Transporte está en condiciones de asumir 
plenamente las tareas que le corresponden, a pesar de esa situación? 


SEÑOR GIANI.- Sí; si no, no estaríamos acá. 


Quería enfatizar algo que creemos que está bastante explícito en la carpeta que les entregamos: la presunta 
ilegalidad que existe con respecto a la ley, los decretos y todo lo que ya explicamos. A su vez, llevamos 
adelante dos premisas. No queremos al Órgano de Control fuera de la Dirección Nacional de Transporte ni 
que un particular dé órdenes a un público. Nosotros estuvimos en el año 2001 conversando hasta llegar a que 
sea una asesoría. Y, ¡cuidado! el decreto habla de asesorar, pero, como todos sabemos, si tiene una coma, una 
"y" o lo que sea, se agarran de eso para tomar otras potestades. Si hubiera sido en el buen sentido, como 
tenemos empresas concesionarias que, para nosotros, algunas trabajan bien y otras mal, no hay ningún 
problema, pero la situación es tan grave que podemos estar mucho tiempo con esta discusión. Queremos 
generar esto; nos interesa que se preste principal atención y que se despersonalice en Fulano de Tal o en 
Mengano, pero es la realidad: para nosotros, hoy por hoy, es un pseudo Director Nacional. 


SEÑOR FERRARI.- Es obvio que la Dirección Nacional de Transporte está en condiciones de asumir 
la tarea. Tanto es así que los recursos y la infraestructura que maneja el Órgano de Control son de la 
Dirección Nacional de Transporte; los que mencionaba antes: la fiscalización, el registro de empresas y 
toda la parte de servicios jurídicos. Todo eso es de la Dirección Nacional de Transporte. Los vehículos 
hasta ahora eran de la Dirección; en el año 2001 el delegado de la Intergremial pidió vehículos oficiales 
y también lo hizo el delegado del Ministerio. Por lo tanto, se le restaron vehículos a la Dirección 
Nacional de Transporte en beneficio del Órgano de Control. 


Además, el 99% de los actuales agentes de control son funcionarios de la Dirección Nacional de Transporte; 
o sea que está más que claro que la Dirección puede asumir la tarea. Es más: absolutamente todo el soporte 
informático del Órgano de Control es de la Dirección Nacional de Transporte. Como decíamos hace un rato, 
sin ella el Órgano de Control no puede funcionar. La desconcentración, sobre todo en lo físico y en lo 
administrativo, no existe como tal. 


También quiero mencionar algo que no es menor, que es el SUCTA. El decreto N* 246 que recién 
mencionaba el señor Diputado Botana suaviza por decirlo de alguna manera la inspección técnica. Como 
filosofía, todo lo que "sobra" en seguridad está bien; de ninguna manera se pueden quitar algunos elementos 
porque son un obstáculo. Son varios los elementos que componen un vehículo; aparte de los frenos y de 
ciertos elementos básicos, hay otros que pueden causar accidentes de tránsito y por un hecho técnico estaban 
contemplados en el manual de inspecciones. Por eso, había elementos que se consideraban graves y otros, 
defectos leves que, por tanto, no obstaculizaban que se diera la inspección por un año. En esa materia, todo lo 
que se resta en cuanto a inspecciones técnicas, de alguna manera va en contra de la seguridad en el tránsito. 
Eso ya estaba establecido; lo que se hizo fue retroceder. No se agregó sino que se quitaron algunos elementos 
considerados importantes en materia de seguridad y se pasaron como defecto leve. Creo que acá perdemos 
todos, porque nos podemos encontrar con un camión en la ruta y todos estamos expuestos a tener un 
accidente. 


Ya entrando en la definición de este tema, nosotros hacemos hincapié en el principio de que el Estado debe 
asumir esta tarea. Ya es un aspecto hasta filosófico: el contralor, la fiscalización, deben ser asumidos y 
organizados por funcionarios públicos, que a su vez están controlados por normas que deben cumplir para 
llevar adelante esa tarea con transparencia. Si tenemos una persona y, repito, no es personalizar en Diego 
Valverde sino en su calidad de representante de la Intergremial del Transporte de Carga que toma decisiones, 


que de alguna manera actúa como funcionario público pero no lo es y que está por fuera del contralor que 
puede tener cualquier funcionario público, es un elemento importante a tener en cuenta, que no le sirve a la 
Dirección Nacional de Transporte, no le sirve al Ministerio y no le sirve a los usuarios. 


Yo me hago esta pregunta: ¿qué cambia si la Dirección Nacional de Transporte hace ese trabajo? Hay que 
dotarla de los recursos debidos como a cualquier oficina del Estado que hace contralores. Imaginen que la 
DGI tuviera un delegado de las empresas para controlar la tributación. Puede haber un ámbito de 
negociaciones, donde la Administración y los privados puedan acercarse, hacer sugerencias y mantener un 
diálogo, y en ese sentido ya existe la Mesa de Transporte creada por un decreto cuyo número no recuerdo 
donde perfectamente todos los transportistas, conjuntamente con las autoridades del Ministerio, pueden hacer 
llegar sus inquietudes. Eso no se está poniendo en práctica, pero el decreto está vigente. Nosotros no decimos 
que no haya contacto o que no haya participación de los privados en la política de transporte, pero no debe 
haberla en la fiscalización y el contralor, porque de ese modo todo se desvirtúa y quedan esos vacíos, esas 
dudas, que perfectamente se pueden interpretar como que las cosas no se están haciendo bien. Lo percibe el 
usuario, lo percibimos los funcionarios. Nosotros estamos bajo determinados controles a los que el delegado 
de la ITPC no está sometido. Para mí eso es importante. 


Por otra parte, la prórroga del SUCTA había quedado sin efecto. Esa prórroga había quedado sin efecto en los 
últimos días de la Administración anterior y el actual Ministro de alguna manera la reactivó, simplemente 
argumentando que se había asumido la función hacía poco tiempo. Ya pasaron dos años y medio; el señor 
Presidente me acota que veintinueve meses. 


En cuanto a la territorialidad, hoy el paralelismo que podemos hacer es con la Policía. La Policía y el Órgano 
de Control pueden estar en todos lados. La diferencia es que el accionar de la Policía de alguna manera está 
enmarcado por el artículo 262 de la Constitución: "El Gobierno y la Administración de los Departamentos, 
con excepción de los servicios de seguridad pública [...]". Ahí es donde queda establecido que la Policía tiene 
jurisdicción nacional plena. Sin embargo, la jurisdicción del Órgano de Control es una interpretación de un 
artículo del Decreto. 


SEÑORA SAGRERA.- En primer lugar, es función del Estado hacer el contralor y no del propio 
interesado o interviniente en la situación. 


En segundo término, la Asociación de Funcionarios de la Dirección Nacional de Transporte estamos 
totalmente de acuerdo con la formalidad en el transporte de carga y aceptamos absolutamente el hecho de que 
se regularice el transporte de carga en nuestro país, con todo lo que eso conlleva en materia de trabajo y de 
respeto a toda la sociedad, de manera que nuestro país pueda salir adelante. 


En tercer lugar, estamos en desacuerdo con la participación del sector privado dentro del área de contralor. En 
nuestra reivindicación decimos que la Dirección Nacional de Transporte tiene toda la capacitación necesaria 
como para hacer los controles que realiza el Órgano de Control. El sector privado, en su totalidad, puede 
tener participación con voz pero sin voto. Así debería ser y esa es nuestra percepción y deseo. Deberíamos 
lograr que todo el sector privado esté representado. ¿Por qué escuchar solamente a una parte y no al resto? 
Nosotros, que somos funcionarios de la Dirección Nacional de Transporte y todos los días atendemos al 
usuario, estamos escuchando las diferentes problemáticas sobre todo de la gente del interior del país y 
sabemos que aquí no están contempladas las necesidades de todos los transportistas de carga. Tenemos 
pruebas de que hay controles que se han hecho direccionados hacia pequeños transportistas, que han sido 
muy perjudicados, de acuerdo con los antecedentes que existen al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE. Este es el inicio en el tratamiento de un tema que no pensaba que tuviera 
tanta profundidad, más allá de que se remonta a la Legislatura anterior. Evidentemente vamos a tener 
otra instancia. Después de que ustedes se retiren rápidamente decidiremos los pasos a seguir. Con todo 
lo que acá se ha dicho, me imagino que el señor Ministro y el Órgano de Control seguramente vendrán 
a dar su opinión, luego de leer la versión taquigráfica. 


Les agradecemos su presencia y especialmente por la claridad con que han explicado su punto de vista. Nos 
vamos a mantener en contacto porque lo importante es que en estos temas se llegue a una solución. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Quiero adherir a lo manifestado por el señor Presidente. Toda la información 
que va a quedar registrada en la versión taquigráfica se va a hacer llegar al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, como siempre, y luego vamos a esperar las respuestas de los responsables, frente a los 
planteamientos que ustedes han efectuado. Trataremos de buscar salidas a la problemática que están 
planteando. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios de la Dirección Nacional de Transporte) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


